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I. Libertad de expresión

La protección de la libertad de expresión reconoce el derecho de buscar, recibir y difundir 

ideas e informaciones de toda índole, así como también el de recibir y conocer las informa-

ciones e ideas difundidas por los demás. Tiene una dimensión individual y una dimensión 

social, es decir, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio 

pensamiento y un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión 

del pensamiento ajeno.

No es un derecho absoluto ya que se prevé la posibilidad de exigir responsabilidades ulteriores 

por el ejercicio abusivo de este derecho. Estas restricciones tienen carácter excepcional y no 

deben limitar, más allá de lo estrictamente necesario, el pleno ejercicio de la libertad de expre-

sión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto de censura previa. Debe demostrarse 

la estricta formulación de la norma que consagra la limitación o restricción; la idoneidad y 

finalidad de la restricción; la necesidad de la medida utilizada y la estricta proporcionalidad 

de la medida.

En cuanto a las sanciones privativas de la libertad ha establecido que si la restricción o limita-

ción proviene del derecho penal, es preciso observar los estrictos requerimientos característi-

cos de la tipificación penal para satisfacer en este ámbito el principio de legalidad. Así, deben 
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formularse en forma expresa, precisa, taxativa y previa. No se estima contraria a la CADH 

cualquier medida penal a propósito de la expresión de informaciones u opiniones, esta posi-

bilidad se debe analizar con especial cautela, ponderando al respecto la extrema gravedad 

de la conducta desplegada por el emisor de aquéllas, el dolo con que actuó, las caracterís-

ticas del daño injustamente causado y otros datos que pongan de manifiesto la absoluta 

necesidad de utilizar, en forma verdaderamente excepcional, medidas penales. En todo mo-

mento la carga de la prueba debe recaer en quien formula la acusación. 

En relación a los medios de comunicación social, estos juegan un rol esencial como vehículos 

para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de expresión en una sociedad democrá-

tica, razón por la cual es indispensable que recojan las más diversas informaciones y opinio-

nes. Los referidos medios, como instrumentos esenciales de la libertad de pensamiento y de 

expresión, deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan. Asimismo, 

ha considerado que dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad demo-

crática y la elevada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen profesionalmente 

labores de comunicación social, el Estado no sólo debe minimizar las restricciones a la circulación 

de la información sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, la participa-

ción de las distintas informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo infor-

mativo. En consecuencia, la equidad debe regir el flujo informativo. 

Respecto a la libertad de expresión y la función pública se han generado una serie de inter-

pretaciones de este derecho en relación con los funcionarios públicos que resaltan la impor-

tancia del control democrático que se ejerce por parte de la opinión pública para el fomento 

de la transparencia de las actividades estatales y promover la responsabilidad de los funcio-

narios sobre su gestión pública. Debe existir un margen reducido a cualquier restricción del 

debate político sobre cuestiones de interés público aunque subsisten los límites estableci-

dos. La amplitud de tolerancia se pondera en consideración de la importancia democrática 

que tiene el debate político.

Los límites de la crítica se extienden si ésta se refiere a temas de interés público, funcionarios 

públicos o a personas que desempeñan un papel importante para las sociedades democrá-

ticas una sociedad democrática que están expuestas a un control y vigilancia de sus activi-

dades y manifestaciones serán más amplios que si se refieren a personas que no tengan este 

papel. Por lo tanto debe de considerarse un sistema dual de protección que distinga entre las 

personas y sus actividades.

La libertad de expresión tiene ciertos límites cuando se pondera con el derecho a la no dis-

criminación: el discurso de odio está prohibido tajantemente y se establece una la obligación 
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de los Estados de prohibir en las leyes este discurso y sancionar a las violaciones a esta pro-

hibición. En otros aspectos de la relación entre estos dos derechos se ha determinado que el 

uso difundido de ciertos términos en ningún caso puede traducirse en un supuesto de exclu-

sión del tamiz de control de constitucionalidad. El lenguaje discriminatorio constituye una 

categoría de expresiones ofensivas u oprobiosas, impertinentes en un mensaje determinado, 

y absolutamente vejatorias. Se caracteriza por destacar categorías referidas a grupos sociales 

mediante elecciones lingüísticas que denotan un rechazo social a ese grupo como el origen 

étnico o nacional, el género, las discapacidades, la condición social, la religión y las preferencias 

sexuales y, por tanto, trascienden a sus miembros o componentes, siempre y cuando éstos sean 

identificables como individuos dentro de la colectividad. No se refiere a las críticas que se 

realicen con calificativos o afirmaciones fuertes, pues la  libertad de expresión resulta más 

valiosa ante expresiones que puedan molestar o disgustar pero que tienen permisibilidad 

constitucional. Las expresiones que no alcanzan esta protección son aquellas que conllevan 

un menosprecio personal o una vejación injustificada, una inferencia cruel.

El discurso homófono es un límite a la libertad de expresión y consiste en la emisión de una 

serie de calificativos y valoraciones críticas relativas a la condición homosexual y a su con-

ducta sexual, en un sentido burlesco y ofensivo, de inferioridad o exclusión y no como una 

opción sexual personal válida dentro de una sociedad democrática, plural e incluyente, sino 

como una condición de inferioridad o de exclusión, constituyen manifestaciones discrimina-

torias, toda vez que una categoría como la preferencia sexual, respecto a la cual la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos expresamente veda cualquier discriminación 

en torno a la misma, no puede ser válidamente empleada como un aspecto de diferencia-

ción peyorativa. Así, tomando en consideración la protección constitucional expresa a la prefe-

rencia sexual de los individuos, es que la misma no puede constituir un dato pertinente para 

la calificación social de una persona. Por tanto, al tratarse la homosexualidad de una forma de 

sexualidad tan legítima como la heterosexualidad, puede concluirse que aquellas expresiones 

homófobas, esto es, que impliquen una incitación, promoción o justificación de la intoleran-

cia hacia la homosexualidad, ya sea mediante términos abiertamente hostiles o de rechazo, 

o bien, a través de palabras burlescas, deben considerase como una categoría de lenguaje 

discriminatorio y, en ocasiones, de discursos del odio. Los discursos del odio son aquellos que 

incitan a la violencia -física, verbal, psicológica, entre otras- contra los ciudadanos en general, o 

contra determinados grupos caracterizados por rasgos dominantes históricos, sociológicos, 

étnicos o religiosos. 

 La diferencia entre las expresiones en las que se manifieste un rechazo hacia ciertas personas 

o grupos y los discursos del odio, consiste en que mientras las primeras pueden resultar con-

trarias a las creencias y posturas mayoritarias, generando incluso molestia o inconformidad 
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en torno a su contenido, su finalidad se agota en la simple fijación de una postura, mientras 

que los segundos se encuentran encaminados a un fin práctico, consistente en generar un clima 

de hostilidad que a su vez puede concretarse en acciones de violencia en todas sus manifes-

taciones. Resulta posible que se presenten escenarios en los cuales determinadas expresio-

nes que en otro contexto podrían conformar un discurso homófobo, pueden ser empleadas 

en estudios y análisis científicos, u obras literarias o de naturaleza artística.

Los medios de comunicación tienen una responsabilidad especial para evitar la propaga-

ción del discurso discriminatorio, pues se trata de entidades cuyas opiniones suelen impo-

nerse en la sociedad, dominando la opinión pública y generando creencias; juegan un papel 

fundamental en la formación de una cultura pública que propicie la disminución y en la 

erradicación de discursos discriminatorios.

II. Derecho de petición

Todo gobernado podrá dirigirse a las autoridades con la certeza de que recibirá una respuesta 

por escrito a la solicitud que formula. En realidad, el derecho de petición no se limita única-

mente a la facultad de pedir algo a la autoridad, ya que el derecho público subjetivo que 

consagra aquel precepto, bien lo podríamos denominar derecho de respuesta o más precisa-

mente ‘derecho de recibir respuesta’, pues la Constitución otorga la facultad de exigir jurídi-

camente que la autoridad responda a la petición que se le hace. En términos generales, el 

derecho de petición se refiere al requerimiento que hace el gobernado para que la autori-

dad, de modo congruente, atienda y dé contestación por escrito a la solicitud del peticionario.

Los funcionarios y empleados públicos deben respetar el ejercicio del derecho de petición, 

siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia 

política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. La riqueza del 

derecho de petición se manifiesta al constatar que sus diversas modalidades dan origen a 

las más variadas formas de relación institucional entre gobernantes y gobernados, y al crear las 

fórmulas para garantizar a los segundos la respuesta eficiente y expedita de parte de las auto-

ridades del Estado a la formulación de sus requerimientos. El derecho de petición es el sus-

tento de gran parte de las relaciones jurídicas entre gobernantes y gobernados; constituye el 

mecanismo por el cual los particulares realizan toda clase de trámites frente a las autoridades 

y ponen en movimiento a los órganos del Estado, sean estos judiciales, administrativos, e 

incluso, en algunos casos, legislativos.

En cuanto a la protección al acceso a la información, al reconocerse expresamente los derechos 

a buscar y a recibir informaciones se protege el derecho que tiene toda persona a solicitar el 
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acceso a la información bajo el control del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régi-

men de restricciones de la Convención Americana. Consecuentemente, dicho artículo ampara 

el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de 

suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso y conocer esa información o 

reciba una respuesta fundamentada cuando, por algún motivo permitido por la Convención, 

el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información debe 

ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación 

personal, salvo en los casos en que se aplique una legítima restricción. La entrega de informa-

ción a una persona puede permitir a su vez que la información circule en la sociedad de 

manera que pueda conocerla, acceder a ella y valorarla ya que en una sociedad democrática 

es indispensable que las autoridades estatales se rijan por el principio de máxima divul-

gación, el cual establece la presunción de que toda información es accesible, sujeto a un 

sistema restringido de excepciones. 

En cuanto a violaciones de derechos humanos, las autoridades estatales no se pueden am-

parar en mecanismos como el secreto de Estado o la confidencialidad de la información, o 

en razones de interés público o seguridad nacional, para dejar de aportar la información reque-

rida por las autoridades judiciales o administrativas encargadas de la investigación o proceso 

pendientes. Asimismo, cuando se trata de la investigación de un hecho punible, la decisión 

de calificar como secreta la información y de negar su entrega jamás puede depender exclu-

sivamente de un órgano estatal a cuyos miembros se les atribuye la comisión del hecho ilícito. 

De igual modo, tampoco puede quedar a su discreción la decisión final sobre la existencia de 

la documentación solicitada.

III. Libertad de asociación

Las personas tienen el derecho y la libertad de asociarse libremente con otras personas, sin 

intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido 

derecho. Se trata, pues, del derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización 

común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar 

dicha finalidad.

De la libertad de asociación se derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados 

contra la misma, proteger a quienes la ejercen e investigar las violaciones de dicha libertad. 

Estas obligaciones positivas deben adoptarse, incluso en la esfera de relaciones entre par-

ticulares, si el caso así lo amerita. Además, dicha libertad, sólo puede estar sujeta a restricciones 

previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, y que se establezcan 

en interés de la seguridad nacional, del orden público, de la salud o de la moral pública o de 
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los derechos o libertades de los demás. Asimismo, consideró que en materia laboral, la liber-

tad de asociación comprende un derecho y una libertad, a saber: el derecho a formar asocia-

ciones sin restricciones distintas a las permitidas en los incisos 2 y 3 de aquel precepto 

convencional y la libertad de toda persona de no ser compelida u obligada a asociarse.

El derecho de asociación comprende también el derecho de toda persona a formar y partici-

par libremente en organizaciones, asociaciones o grupos no gubernamentales orientados a 

la vigilancia, denuncia y promoción de los derechos humanos. Dada la importancia del papel 

que cumplen los defensores de derechos humanos en las sociedades democráticas, el libre 

y pleno ejercicio de este derecho impone a los Estados el deber de crear condiciones legales y 

fácticas en las cuales puedan desarrollar libremente su función. 

La libertad de asociación política garantiza la formación de asociaciones de diversas tenden-

cias ideológicas, que fortalecen la vida democrática del país. Esta libertad permite que cual-

quier ciudadano pueda ser parte de esas organizaciones, o bien que pueda crear su propia 

organización o asociación. 

IV. Libertad de circulación y tránsito

El derecho de circulación y de residencia, establecido en el artículo 22.1 de la CADH, es una 

condición indispensable para el libre desarrollo de la persona. Dicho artículo contempla, inter 

alia, lo siguiente: a) el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a 

circular libremente en él y escoger su lugar de residencia, y b) el derecho de éstos de ingresar, 

permanecer y salir del territorio del Estado sin interferencia ilegal. Así, el disfrute de este dere-

cho no depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea circular 

o permanecer en un lugar. Asimismo, la Corte ha señalado que el derecho de circulación y 

de residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las 

condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo.

En cuanto a las personas en situación irregular, los Estados pueden establecer mecanismos de 

control de ingreso a su territorio y salida de él con respecto a personas que no sean nacionales 

suyas, siempre que dichas políticas sean compatibles con las normas de protección de los dere-

chos humanos establecidas en la CADH. En efecto, si bien los Estados guardan un ámbito de 

discrecionalidad al determinar sus políticas migratorias, los objetivos perseguidos por las 

mismas deben respetar los derechos humanos de las personas migrantes.

Los migrantes indocumentados o en situación irregular han sido identificados como un 

grupo en situación de vulnerabilidad, pues son los más expuestos a las violaciones potenciales 
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o reales de sus derechos y sufren, a consecuencia de su situación, un nivel elevado de des-

protección de sus derechos. Respecto a las consecuencias de dicha situación de vulnerabi-

lidad, es de notar que las violaciones de derechos humanos cometidas en contra de los 

migrantes quedan muchas veces en impunidad debido, inter alia, a la existencia de factores 

culturales que justifican estos hechos, a la falta de acceso a las estructuras de poder en una 

sociedad determinada, y a impedimentos normativos y fácticos que tornan ilusorios un efec-

tivo acceso a la justicia.

Los Estados pueden iniciar acciones contra las personas migrantes que no cumplan con el orde-

namiento jurídico estatal y establecer que los Estados deben respetar sus derechos humanos 

y garantizar su ejercicio y goce a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción, sin 

discriminación alguna por su regular o irregular estancia. Lo anterior es aún más relevante, 

si se tiene en cuenta que en el ámbito del derecho internacional se han desarrollado ciertos 

límites a la aplicación de las políticas migratorias que imponen un apego estricto a las garan-

tías del debido proceso y al respeto de la dignidad humana, cualquiera que sea la condición 

jurídica del migrante.

V. Libertad de profesar convicciones, fundamentales, 
libertad religiosa y libertad de culto

 La libertad religiosa es la libertad de sostener y cultivar las creencias religiosas que cada uno 

considere, libertad que también incluye la de cambiar de creencias religiosas. El precepto 

encierra, además, tanto una referencia a la dimensión interna de la libertad religiosa como a 

su dimensión externa. La faceta interna de la libertad religiosa se relaciona íntimamente con la 

libertad ideológica y, aunque es difícil de definir de un modo que sea general y a la vez útil, 

atiende a la capacidad de los individuos para desarrollar y actuar de conformidad con una 

particular visión del mundo en la que quede definida la relación del hombre con lo divino. 

Ello no significa que nuestro texto constitucional proteja sólo el desarrollo de ideas, actitudes 

y planes de vida religiosos, en contraposición a ideas y actitudes ateas o agnósticas; así como 

los derechos de reunión, asociación o expresión protegen tanto la posibilidad de reunirse, 

fundar y pertenecer a asociaciones y expresarse como la opción de los que prefieren no 

hacerlo, la Constitución protege la opción de no desarrollar los contenidos del derecho a la 

libertad religiosa, lo cual por otro lado viene asegurado por la prohibición de discriminación 

contenida en el artículo 1o. 

En esta vertiente interna, la libertad religiosa es de algún modo ilimitada, puesto que el 

Estado no tiene medios directos para cambiar, imponer o eliminar lo que el individuo desa-

rrolla en su más irreductible ámbito de intimidad: su pensamiento. Sin embargo, existen 
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medios por los cuales el Estado y los particulares moldean de hecho las creencias de las 

personas y, en los casos en los que, por el tipo de fines perseguidos o por los medios usados 

el impacto sobre esta dimensión sea empíricamente ostensible y sobrepase los niveles ordi-

narios, no puede descartarse que la dimensión interna cobre relevancia para el control de 

constitucionalidad de normas y actos. 

Respecto a la dimensión o proyección externa de la libertad religiosa, es múltiple y se entrelaza 

de modo estrecho, en muchas ocasiones, con el ejercicio de otros derechos individuales, 

como la libertad de expresión, la libertad de reunión o la libertad de enseñanza. Una proyección 

típica y específica, pero en modo alguno única, que la Constitución menciona expresamente 

es la libertad de culto, que se refiere a la libertad para practicar las ceremonias, ritos y reunio-

nes que se asocian con el cultivo de determinadas creencias religiosas. 

El derecho a la libertad de conciencia y de religión permite que las personas conserven, 

cambien, profesen y divulguen su religión o sus creencias. Este derecho es uno de los cimientos 

de la sociedad democrática. En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascenden-

tal en la protección de las convicciones de los creyentes y en su forma de vida.

VI. Derechos político-electorales

El ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio 

fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos 

humanos previstos en la Convención y que sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo 

deben gozar de derechos, sino también de “oportunidades”. Este último término implica la obli-

gación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de 

derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos.

La democracia representativa es determinante en todo el sistema del que la Convención 

forma parte, y constituye un ‘principio’ reafirmado por los Estados americanos en la Carta de 

la OEA, instrumento fundamental del Sistema Interamericano. Los derechos políticos pro-

tegidos en la CADH, así como en diversos instrumentos internacionales, propician el fortale-

cimiento de la democracia y el pluralismo político. La participación política puede incluir 

amplias y diversas actividades que las personas realizan individualmente u organizados, con 

el propósito de intervenir en la designación de quienes gobernarán un Estado o se encarga-

rán de la dirección de los asuntos públicos, así como influir en la formación de la política 

estatal a través de mecanismos de participación directa.
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En cuando el ejercicio de los derechos a ser elegido y a votar, éstos se encuentran íntimamente 

ligados entre sí, ya que es la expresión de las dimensiones individual y social de la participa-

ción política. Los ciudadanos tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos 

públicos por medio de representantes libremente elegidos. El derecho al voto es uno de los ele-

mentos esenciales para la existencia de la democracia y una de las formas en que los ciuda-

danos ejercen el derecho a la participación política. Este derecho implica que los ciudadanos 

puedan elegir libremente y en condiciones de igualdad a quienes los representarán.

Pueden establecerse estándares mínimos para regular la participación política, siempre y cuando 

sean razonables de acuerdo a los principios de la democracia representativa. Dichos están-

dares, deben garantizar, entre otras, la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y 

basadas en el sufragio universal, igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores 

que refleje la soberanía del pueblo, tomando en que cuenta que, según lo dispuesto en el 

artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana, promover y fomentar diversas formas 

de participación fortalece la democracia, para lo cual se pueden diseña normas orientadas a 

facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, tales como los miembros de 

las comunidades indígenas y étnicas.

No existe disposición en la CADH que permita sostener que los ciudadanos sólo pueden 

ejercer el derecho a postularse como candidatos a un cargo electivo a través de un partido 

político. No se desconoce la importancia que revisten los partidos políticos como formas de 

asociación esenciales para el desarrollo y fortalecimiento de la democracia, pero se reconoce 

que hay otras formas a través de las cuales se impulsan candidaturas para cargos de elección 

popular con miras a la realización de fines comunes, cuando ello es pertinente e incluso nece-

sario para favorecer o asegurar la participación política de grupos específicos de la sociedad, 

tomando en cuenta sus tradiciones y ordenamientos especiales, cuya legitimidad ha sido 

reconocida e incluso se halla sujeta a la protección explícita del Estado.
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